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Descuento de cuotas obrero-
patronales a contratos por 
servicios profesionales 

Consulta C-CH-002-24 de 9 de febrero de 
2024 

El alcalde municipal del distrito de Santa 
Catalina, comarca Ngäbe Buglé, mediante 
nota s/n, consulta lo siguiente: 

Según lo expuesto en el artículo 84 de la Ley 
51  de 2005 de la Caja de Seguro Social, en 
el segundo párrafo, ¿está eximida o no la 
entidad de pagar las cuotas obrero-
patronales y de realizar la deducción 
correspondiente a la profesional contratada? 
¿Está obligada la profesional contratada a 
pagar las deducciones de la Caja de Seguro 
Social al contrato, dado el  hecho de que la 
misma paga sus deducciones mediante 
declaración de rentas y a la vez está en  la 
etapa de pensión  de vejez  normal, 
mediante la cual  seguirá contribuyendo al 
sistema de la Caja de Seguro Social? 

En atención al tema de su consulta, 
resulta  pertinente  señalar  que en 
ocasiones  anteriores  la Procuraduría de la 
Administración se ha referido a la figura del 
contrato por servicios especiales, el cual en 
esta oportunidad está con tenido en el artículo 
291 de la Ley 418 de 29 de diciembre de 
2023, “Que dicta el Presupuesto General del 
Estado para la Vigencia Fiscal de 2024”, 
indicando que la ley presupuestaria establece 
la posibilidad de que un particular realice o 
preste un servicio público, ocupando un cargo 
en la plantilla como complemento de aquellos 
que no están contenidos en la estructura de 

puestos, y, asimismo, permite la contratación 
de funcionarios, una vez obtengan licencia sin 
sueldo de la entidad donde laboran para que 
presten un servicio público en otra institución. 

Esta especie de contratación de naturaleza 
laboral sui generis, también representa una 
forma importante de entrar al servicio público, 
es decir, mediante una contratación por 
servicios especiales, figura que evolucionó a 
partir del año 2007, al disponerse en la ley 
presupuestaria (al igual que lo hace la Ley 51 
de 2005) para estos casos, los descuentos de 
ley. 

En cuanto a la Ley 418 de 29 de diciembre de 
2023, el artículo 291 se refiere a aquellos 
contratos de naturaleza laboral mediante los 
cuales se brindan servicios por parte de 
profesionales, técnicos o por personas 
naturales, que no sean empleados públicos al 
momento de celebrar el contrato con las 
instituciones respectivas, y es claro al indicar, 
en su tercer párrafo, que “[d]ichas 
contrataciones tendrán que reflejar la 
información siguiente: tipo de servicio 
especial requerido, número de meses y 
monto de la cuantía mensual y total, y 
disponibilidad presupuestaria para cubrir las 
contribuciones a la seguridad social…”. 

Por otra parte, sobre este tema, el artículo 18 
de la Ley 51 de 27 de diciembre de 2005, 
orgánica de la Caja de Seguro Social, 
establece quiénes son los agentes de 
recaudación de impuestos nacionales y de 
cuotas de la Caja de Seguro Social. 

De conformidad con esta disposición, el 
Estado tiene la obligación de actuar como 
agente recaudador de las cuotas que deben 
pagar los trabajadores independientes bajo 



 

contrato a su servicio, y remitir a la Caja de 
Seguro Social los dineros recaudados, en 
concordancia con el artículo 84 de la Ley 51 
de 2005, que indica, igualmente, la obligación 
del Estado de verificar la afiliación a la Caja 
de Seguro Social, de la persona que contrate 
bajo la modalidad de servicios profesionales. 

Cabe destacar que la Resolución 52,805-
2018-J.D. de 29 de agosto de 2018 aprobó el 
Reglamento general de afiliación e inscripción 
de la Caja de Seguro Social, mediante el cual 
se desarrollan los artículos 7, 77, 79, 80, 81, 
82, 84 y 87 de la Ley 51 de 2005, y es donde 
se definen, determinan las condiciones, 
normas, términos, reglas y principios básicos 
de obligatorio cumplimiento que regirán los 
trámites en los procesos de inscripción de 
empleadores (naturales o jurídicos) y la 
formal incorporación de un asegurado a la 
Caja de Seguro Social como cotizante o 
dependiente de un cotizante. 

Sobre el tema de la afiliación de los 
trabajadores independientes contribuyentes 
cuando los contrate el estado por servicios 
profesionales, específicamente el artículo 31 
del reglamento antes citado, se reitera la 
obligación del Estado, a través de sus 
instituciones, de verificar la afiliación de los 
trabajadores que estén obligados a cotizar y 
la responsabilidad del trabajador de afiliarse 
si no lo está. Por último, el artículo 32 señala 
lo siguiente: 

Articulo 32. La Caja de Seguro Social se 
obliga a registrar en la cuenta individual del 
trabajador independiente contribuyente el 
aporte que representa el porcentaje, que 
determina el artículo 101 numeral 3 de la Ley 
51 de 27 de diciembre de 2005, Orgánica de 
la Caja de Seguro Social. 

Grado de independencia y 
autogobierno de los municipios 

Consulta C-SAM-012-24 de 11 de abril de 
2024 

Nos parece oportuno resaltar lo relacionado 
con el concepto de la autonomía municipal, el 
cual se refiere al grado de independencia y 
autogobiemo que tienen los municipios como 
entidad fundamental para gestionar sus 
asuntos internos y tomar decisiones sobre 
cuestiones que le conciernen directamente, 
dentro del marco legal establecido por el 
Estado; esto incluye la capacidad de 
administrar sus recursos, elaborar y aplicar 
normativas locales, gestionar servicios 
públicos y participar en la toma de decisiones 
que afectan a su comunidad, entre otros 
aspectos. La autonomía municipal es un 
principio fundamental en el sistema de 
descentralización administrativa local.  

Sobre el tema de la autonomía municipal, el 
jurista Enrique Abrahams expresa: 

La autonomía del municipio, indispensable 
para el desarrollo de la vida local, no debe 
ser confundida con la soberanía que reside 
en la Nación. El Municipio es una institución 
politico-social que se halla encajada dentro 
del Estado como parte de él y guarda con él 
una serie de relaciones recíprocas que en 
lugar de tender hacia una total 
independencia, tienden hacia una mayor 
compenetración y equilibrio entre la parte, o 
sea el Municipio, y el todo o sea la Nación. 
Hoy el Municipio, en muchos casos, no 
constituye por sí una entidad económica que 
se baste para atender a la completa 
satisfacción de sus necesidades peculiares, 
como sucedía con las ciudades antiguas, 
sino que forma parte de la gran unidad 
económica nacional, y esa circunstancia, 
entre otras no menos importantes, viene a 
hacer que el Municipio sea considerado 

  



 

  

como una célula en el organismo del Estado. 
Pero los problemas que surgen en su seno 
como núcleo local diferenciado dan origen a 
determinados derechos, que deben 
estimarse municipales, cuyo conjunto viene 
constituir la Autonomía Municipal... y 
considerado el Municipio como de un orden 
limitado en sus atribuciones jurídico- 
políticas, el problema de su autonomía viene 
a ser un problema de equilibrio en sus 
relaciones con el Estado, equilibrio que debe 
conducir a una coordinación armónica entre 
el Poder Central y el Poder Local a fin de 
lograr amplia cooperación y reciproco 
acondicionamiento entre la administración 
nacional y la administración municipal...". 

Tras haber explorado sucintamente la 
definición de la autonomía municipal, es 
fundamental destacar que los municipios, en 
calidad de gobiernos locales amparados por 
la Constitución, desempeñan un papel 
esencial en la implementación de las políticas 
adoptadas por el Gobierno central.  

En este sentido, el principio de autonomía 
municipal constituye el conjunto de 
potestades o facultades otorgadas por la 
Constitución de la República y la ley de 
régimen municipal a los municipios como 
órganos de gobierno dentro de su división 
territorial, pero sin perder de vista el deber y 
la obligación de cumplir y hacer cumplir 
nuestra carta magna, las leyes, los decretos y 
órdenes del ejecutivo, así como las demás 
disposiciones legales. Estas facultades y 
poderes constitucionales son los pilares, 
fundamentos o argumentos lógicos que 
orientan la actuación de las autoridades 
municipales en su gestión, tal como lo 
establece el artículo 234 de la Constitución: 

Artículo 234. Las autoridades municipales 
tienen el deber de cumplir y hacer cumplir la 
Constitución y Leyes de la República, los 
decretos y órdenes del Ejecutivo y las 
resoluciones de los tribunales de la justicia 
ordinaria y administrativa. 

Ahora bien, por lo que se refiere al artículo 82 
de la Ley 276 de 2021, que textualmente 
establece que el "Órgano Ejecutivo 
reglamentará la presente Ley”, tenemos a 
bien indicar que la reglamentación es la 
facultad que tiene el poder ejecutivo de 
integrar la ley, sea precisando su concepto, 
sea determinando las circunstancias de 
hecho a las que se aplicará, nada más, los 
límites son claros, no puede ir contra la letra 
de la ley, en otras palabras, no le está 
permitido modificarlas. 

Hechas las consideraciones anteriores, es 
importante destacar que la Constitución 
Política de la República de Panamá, en su 
artículo 184, numeral 14, dispone como una 
de las atribuciones que ejerce el presidente 
de la República con la participación del 
ministro respectivo, reglamentar las leyes que 
lo requieran para su mejor cumplimiento, sin 
apartarse en ningún caso de su texto ni de su 
espíritu. 

Lo anterior responde a la potestad 
reglamentaria que es conferida al Órgano 
Ejecutivo, para desarrollar las leyes a fin de 
facilitar su ejecución, en beneficio del interés 
público. 

No está facultado el representante 
de corregimiento para expedir 
certificaciones sobre derechos 
posesorios 

Consulta C-SAM-009-24 de 20 de marzo de 

2024 

Se formula una consulta a la Procuraduría de 
la Administración a fin de conocer cuál es la 
participación de los representantes de 
corregimiento en la emisión de certificaciones 
como elemento probatorio en la acreditación 
de la posesión dentro del trámite para el 
reconocimiento de derechos posesorios a 



 

particulares, establecido en la Ley 80 de 31 
de diciembre de 2009, “Que reconoce 
derechos posesorios y regula la titulación en 
la zonas costeras y el territorio insular con el 
fin de garantizar su aprovechamiento óptimo y 
dicta otras disposiciones”, reglamentada por 
el Decreto Ejecutivo 45 de 7 de junio de 2010. 

Del examen de la Ley 80 de 31 de diciembre 
de 2009, modificada por la Ley 59 de 8 de 
octubre de 2010, y del Decreto Ejecutivo 45 
de 7 de junio de 2010, en correspondencia 
con la certificación de colindantes, el artículo 
3 de la Ley 80 de 2009 da atribución como 
medio probatorio en el ámbito local a las 
autoridades locales de policía, cuando dice: 

Artículo 3. La Nación reconoce la posesión 
de una persona natural o jurídica por un 
período mayor de cinco años sobre las 
tierras de la Nación, en el territorio insular y 
las zonas costeras. La posesión podrá ser 
adquirida de una persona que la tuvo, y el 
nuevo poseedor se subrogará a los derechos 
y al tiempo de posesión que tenía el antiguo 
poseedor. 

  La posesión se demuestra mediante el 
uso habitual, residencial, turístico, 
agropecuario, comercial o productivo de la 
tierra. Igualmente, el solicitante de un título 
de propiedad podrá establecer la existencia 
de la posesión por el período que establece 
el párrafo anterior, mediante actos 
demostrativos de dominio, documentos 
emitidos por las autoridades nacionales, 
autoridades locales de policía, testigos de la 
comunidad por sus colindantes, así como 
todos los medios de prueba permitidos en el 
Código Judicial. 

  Los documentos emitidos por las 
autoridades de policía se utilizarán como 
elemento probatorio de la posesión, pero no 
serán definitivos. 

  Para los efectos de los programas de 
titulación, el Ministerio de Economía y 
Finanzas hará uso de todos los medios de 
prueba permitidos en el Código Judicial, a fin 
de verificar la existencia de la posesión en 

caso que éste en duda, lo que incluye los 
documentos expedidos por las autoridades 
de policía levantada en los procesos de 
regulación y titulación masiva, dentro de los 
cuales deberá tener una participación activa 
y directa el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 

Aunado al artículo anterior, el Decreto 
Ejecutivo 45 de 7 de junio de 2010, 
reglamentario de la Ley 80 de 2009, señala: 

Artículo 4. Requisitos para el 
reconocimiento de derechos posesorios y 
adjudicación a título gratuito u oneroso en 
las peticiones posteriores a las peticiones a 
la entrada en vigencia de la Ley 80 de 2009. 
El interesado debe presentar lo siguiente: 
[…] 
5. Acreditar el derecho posesorio, la 

ocupación por más de cinco (5) años y el 
dominio real con ánimo de dueños de 
manera pacífica e ininterrumpida, a través 
de los medios de prueba establecidos en 
el Código Judicial, entre los cuales están 
documentos emitidos por las autoridades 
nacionales; certificaciones de corregidu-
rías y/o alcaldías; declaraciones juradas 
de testigos de la comunidad; peritajes, 
contratos de servicios públicos; permisos 
de construcción y cualquier otra evidencia 
legalmente admitida que conduzca al 
convencimiento de la situación de hecho 
que se quiera demostrar. 

En otras palabras, los alcaldes en su calidad 
de autoridad de policía, conforme el artículo 
862 del Código Administrativo, así como los 
jueces de paz en la jurisdicción de su 
competencia, en atención al artículo 115 de la 
Ley 16 de 2016, serán ante quienes se 
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tramitará la expedición de las certificaciones o 
actos demostrativos de dominio, y no ante el 
representante de corregimiento, a quien ni la 
Ley 80 de 2009 ni la Ley 105 de 1973 le ha 
señalado esta función. 

Indica la Procuraduría, que, adicionalmente, 
la ley también propone como caudal 
probatorio las declaraciones de testigos de la 
comunidad por sus colindantes, así como 
todos los medios de prueba permitidos en el 
Código Judicial, y bajo estos parámetros no 
podría excluirse a la junta comunal o al 
representante de corregimiento, si en él 
concurre la calidad de colindante o de testigo 
de la comunidad. Bajo esta condición sería la 
participación del representante de 
corregimiento, ya sea en el conjunto de las 
pruebas que aporte la parte interesada o lo 
solicite la entidad de la competencia, ante la 
cual se surte el trámite. Distinto sería que la 
Autoridad Nacional de Tierras lo haya incluido 
como un nuevo requisito sin estar 
contemplado en la ley o en el decreto 
ejecutivo o normativa, incurriendo en la 
prohibición del artículo 47 de la Ley 38 de 
2000. 

Finaliza diciendo que la autoridad ante la cual 
se realiza un determinado trámite no puede 
exigir o establecer requisitos que no se 
encuentren previsto en las disposiciones 
legales y en los reglamentos dictados para su 
debida ejecución. 

 

  

Haga clic sobre el número de la consulta para acceder al texto de la consulta 

MATERIA N.° 

Destitución o cese de 
labores de un juez de paz 

C-CH-018-24 

Firma de la secretaria 
general en resoluciones de 
una entidad 

C-138-24 

Servicio de vehículos y 
escolta a una ex primera 
dama 

C-115-24 

Resoluciones de 
adjudicación definitiva de 
servidumbres viales 

C-SAM-026-24 

Competencia específica de 
los notarios especiales 

C-SAM-027-24 

Propiedad del carbono en 
bosques comprendidos en 
áreas comarcales 

C-SAM-025-24 

Reglamentación de las 
leyes por el Órgano 
Ejecutivo 

C-134-24 

Competencia de los jueces 
de paz en materia de 
servidumbre de paso 

C-SAM-023-24 

Competencia para nombrar 
al ingeniero municipal, 
abogado consultor y otros 

C-CH-017-24 

Incompatibilidad por 
parentesco en aspirantes a 
jueces de paz 

C-SAM-022-24 

Publicidad de los 
procedimientos de 
consultas públicas 

C-123-24 

Título universitario para 
ejercer un cargo directivo 

C-110-24 

https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-CH-018-24.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-138-24%20ATTT.pdf
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https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-SAM-026-24.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-SAM-027-24.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-SAM-25-24-2.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-134-24%20COLEGIO%20NAC.%20DE%20INV.%20CRIMINAL%20Y%20SEGURIDAD.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-SAM-023-24.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-CH-017-24..pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-SAM-022-24.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-123-24%20MI%20AMBIENTE.pdf
https://vocc.procuraduria-admon.gob.pa/sites/default/files/C-110-24%20BETSERAI%20RICHARDS.pdf
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http://www.procuraduria-admon.gob.pa/secretaria-de-asuntos-municipales-2/
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Historial de crédito de los 
consumidores 

Sala Tercera. Sentencia de 10 de junio de 
2024. 

Fundamento de la demanda. Panafinanzas, 
S.A., interpuso demanda contencioso admi-
nistrativa de plena jurisdicción, para que se 
declare nula, por ilegal, la Resolución DNP 
086-19HC-RCH de 24 de junio de 2019, emiti-
da por la Autoridad Nacional de Protección al 
Consumidor y Defensa de la Competencia.  

Decisión de la Sala Tercera. La acción obje-
to de estudio versa sobre aspectos relaciona-
dos al ejercicio de la potestad sancionadora 
que posee la Autoridad Nacional de Protec-
ción al Consumidor y Defensa de la Compe-
tencia en materia de información sobre el his-
torial de crédito de los consumidores o 
clientes. 

En ese sentido, se hace necesario explicar 
que la Ley 24 de 2002 es un instrumento legal 
que tiene por objeto asegurar la protección y 
garantizar la confiabilidad, la veracidad, la ac-
tualización y buen manejo de los datos perso-
nales de consumidores o clientes, relativos a 
su historial de crédito; a la vez, busca regular 
la actividad de las personas naturales o jurídi-
cas, públicas o privadas, que se dediquen a 
administrar las agencias de información de 
datos y a los agentes económicos que man-
tengan o manejen datos sobre el historial de 
crédito de los consumidores o clientes. 

Esta ley es de vital importancia, tanto para el 
consumidor como para los agentes económi-

cos, porque un correcto uso del historial de 
crédito permite, para el primero, la posible 
aprobación de un financiamiento, y para el se-
gundo, la posibilidad de minimizar los riesgos 
del crédito. 

En virtud de lo anterior, tal como se ha indica-
do, a través del artículo 8 del cuerpo legal en 
cuestión se le otorga la competencia a la Co-
misión de Libre Competencia y Asuntos del 
Consumidor para conocer y atender las que-
jas de los consumidores o clientes, y supervi-
sar e investigar las prácticas de los agentes 
económicos y las agencias de información de 
datos. Al mismo tiempo, le faculta para san-
cionar a los agentes económicos y a las 
agencias de información de datos que, por ra-
zón de la investigación de las quejas que se 
le presente, se les compruebe que han infrin-
gido los derechos del consumidor o cliente en 
los supuestos señalados en dicha ley. 

En este contexto, resulta importante destacar 
que la citada ley es de naturaleza garantista, 
y busca primordialmente la protección de los 
consumidores.  

Como se puede apreciar en el artículo 49 de 
la carta fundamental, el constituyente pana-
meño ha concebido la sensitiva materia de la 
protección a los consumidores y usuarios co-
mo una indudable garantía fundamental. Ello 
obedece al vigoroso decurso evolutivo que ha 
experimentado la protección a los consumido-
res en el funcionamiento de la economía ac-
tual. Su objetivo no es otro que proteger al 
consumidor de todos los peligros y situacio-
nes de desigualdad que se suscitan en el ám-
bito de las modernas relaciones de consumo. 

En este orden de ideas, resulta importante 
destacar que, de conformidad con el principio 

  



 

de legalidad desarrollado en el ámbito del de-
recho administrativo, se observa que la Auto-
ridad Nacional de Protección y Defensa de la 
Competencia está debidamente facultada por 
Ley para ejercer la potestad sancionadora en 
lo relacionado con la prestación de las rela-
ciones de consumo, y más específicamente, 
en lo referente a la información sobre el histo-
rial de crédito de los consumidores o clientes. 

Finalmente, se debe aclarar que en toda acti-
vidad procesal derivada de un proceso san-
cionador debe ser garantizado el derecho de 
defensa de todas las partes involucradas, to-
da vez que este derecho constituye uno de 
los aspectos que integran el debido proceso. 

Las constancias procesales revelan que el ac-
to administrativo cuya ilegalidad se demanda 
se origina como consecuencia de una queja 
presentada ante la Autoridad Nacional de 
Protección al Consumidor y Defensa de la 
Competencia, en contra de Panafinanzas, 
S.A., debido al hecho medular que, conforme 
expuso el quejoso, había concretado un arre-
glo de pago con la referida empresa y aún le 
mantenían un estatus crediticio negativo de 
“cuenta contra reserva”, aunado al hecho que 
el saldo que mantenía no correspondía con la 
realidad de su deuda. 

Es de lugar también expresar que la empresa 
Panafinanzas, S.A., ejerce la función de 
agente económico, en virtud que se ha proba-
do la existencia de la relación comercial surti-
da entre ella y el señor KRQ; por ende, puede 
afirmarse, con total seguridad, que la deman-
dada se encuentra dentro de los sujetos lla-
mados a ser regulados y fiscalizados por la 
Autoridad Nacional de Protección al Consumi-
dor y Defensa de la Competencia. 

Como corolario de lo expuesto, esta Sala es 
del criterio de que Panafinanzas, S.A., infrin-
gió normativas vigentes en materia de infor-
mación sobre el historial de crédito de los 
consumidores o clientes, lo que dio lugar a 
una imposición de una multa que se encuen-

tra dentro del rango económico facultativo del 
ente regulador; siendo todos estos motivos 
por los cuales no es procedente declarar la 
nulidad de los actos impugnados, y por tanto, 
no se hace viable acceder a las pretensiones 
de la recurrente. 

Competencia del alcalde para 
organizar actividades cívicas y 
conmemorativas 

Sala Tercera. Sentencia de 10 de junio de 
2024. 

Fundamento de la demanda. El alcalde del 
distrito de Chitré solicita que se declaren nu-
los, por ilegales, los artículos 1 y 2 del Acuer-
do Municipal 13 de 12 de junio de 2019, emiti-
dos por el Concejo Municipal del Distrito de 
Chitré. Mediante el acto atacado el Concejo 
de Chitré designó a las juntas comunales del 
referido distrito como las facultadas privativa-
mente para organizar las festividades cívicas 
y conmemorativas que se desarrollen en cada 
corregimiento.  

Decisión de la Sala Tercera. Esta corpora-
ción de justicia considera que, si bien es cier-
to que el artículo 14 de la Ley 106 de 8 de oc-
tubre de 1973, que regula el régimen 
municipal, señala que los concejos municipa-
les regularán la vida jurídica de los municipios 
por medio de acuerdos, por lo que están fa-
cultados para dictar dichas normativas en 
desarrollo de la ley municipal, no puede ob-
viarse que el artículo 17 de la mencionada ley 
no establece dentro de las competencias 
asignadas a dicho cuerpo edilicio la organiza-
ción o autorización de festejos o actividades 
públicas, con lo cual se desconoce que el jefe 
de la administración municipal es el alcalde, 
como lo establece la Constitución Política en 
su artículo 241. 

  



 

A pesar de que entre las motivaciones del ac-
to demandado, el Concejo Municipal de Chitré 
consideró conveniente facultar privativamente 
a las juntas comunales del referido distrito pa-
ra organizar dichas celebraciones, en aten-
ción a que es su atribución el promover la 
realización de actividades de desarrollo cultu-
ral y social de las comunidades, y tomando en 
consideración que los ingresos derivados de 
dichas celebraciones servirán para darle sos-
tenibilidad a los proyectos comunitarios que 
se desarrollasen, mal podía la corporación 
municipal demandada intervenir en la realiza-
ción de una actividad que se encuentra dentro 
del marco de competencia del jefe de la admi-
nistración, es decir, del alcalde del distrito de 
Chitré. 

Por razón de ello, la Sala Tercera estima que, 
tal como fuere alegado por el accionante, la 
autoridad demandada (integrada por los re-
presentantes de corregimiento) no actuó den-
tro del marco de sus facultades legales, toda 
vez que, del análisis del acto atacado es evi-
dente que la misma está designando a las 
juntas comunales del distrito de Chitré como 
los entes facultados para organizar las festivi-
dades cívicas y conmemorativas que se desa-
rrollen en los distintos corregimientos que in-
tegran el municipio, a pesar de que dichas 
atribuciones recaen sobre los alcaldes, como 
jefes de la administración municipal.  

Por último y a pesar de no haber sido someti-
do al control de legalidad que ejerce la Sala 
Tercera, no puede perderse de vista que el 
artículo 3 del ahora impugnado Acuerdo Mu-
nicipal 13 de 12 de junio de 2019, indica que 
“en materia y competencia de orden y seguri-
dad pública las juntas comunales del distrito 
de Chitré deberán trabajar coordinadamente 
con el alcalde municipal en la planificación, 
organización, ejecución y supervisión de las 
festividades cívicas y conmemorativas y de-
más efemérides, celebraciones y festejos pú-
blicos y comunales que se desarrollen en sus 
corregimientos”, circunstancia que reconoce 

la calidad de jefe del alcalde del distrito, sien-
do este la autoridad ante la cual deben trami-
tarse los permisos y autorizaciones para la 
realización de las actividades cívicas y con-
memorativas de cada corregimiento del distri-
to de Chitré, y cuya inobservancia puede ser 
sancionada por los jueces de paz, como se 
desprende del contenido del numeral 14 del 
artículo 29 de la Ley 16 de 2016. 

Por lo antes expuesto, la Sala Tercera de la 
Corte Suprema de Justicia, administrado Jus-
ticia en nombre de la República y por autori-
dad de la Ley, declara que son nulos, por ile-
gales, los artículos 1 y 2 del Acuerdo Munici-
pal 13 de 12 de junio de 2019, emitidos por el 
Consejo Municipal del Distrito de Chitré. 
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Con el objeto de promover la cultura, la 
educación y el emprendimiento mediante el 
fomento e incentivo de la economía creativa, 
se aprueba la Ley 424 de 21 de febrero de 
2024. 

¿Cuáles son sus objetivos específicos? 

La ley persigue los siguientes objetivos 
específicos : 
1. Desarrollar el ecosistema de la economía 

creativa. 
2. Impulsar la educación en materia de 

cultura, emprendimiento e industrias 
creativas. 

3. Apoyar el desarrollo cultural y las 
comunidades locales. 

4. Promover la generación de nuevas ideas y 
conocimiento. 

5. Generar un entorno institucional y 
regulatorio que favorezca las condiciones 
de formalización, operación y crecimiento 
de la economía creativa. 

6. Propiciar condiciones para generar empleo 
en el sector de la economía creativa. 

7. Apoyar el ecosistema de la economía 
creativa y los emprendimientos, así como 
las empresas culturales y creativas. 

8. Fortalecer y equiparar espacios destinados 
al desarrollo de actividades creativas y 
culturales y de arte en general. 

9. Establecer instancias y mecanismos de 
coordinación institucional para la 
generación de políticas públicas para la 
economía creativa. 

10.Incentivar la educación y la formación 
profesional vinculada con la economía 
creativa. 

¿En qué consiste la política pública de la 
economía creativa? 

La política pública de la economía creativa es 
una política nacional que incluye, entre otras 
actividades, las siguientes: 
1. Programas para incentivar las 

exportaciones de bienes, contenidos, 
emprendimientos y servicios culturales y/o 
creativos. 

2. Levantamiento de información y 
estadísticas sobre los sectores y 
subsectores de la economía creativa, sus 
trabajadores, ecosistemas, aportes a la 
economía nacional, así como las barreras 
del sector utilizando los recursos y 
sistemas existentes como la Cuenta 
Satélite de Cultura, el Sistema de 
Información Cultural y otros. 

3. Estrategias y mecanismos para 
promocionar a los actores de la economía 
creativa fomentando la distribución de 
contenidos dentro y fuera del país. 

4. Estrategias y mecanismos que promuevan 
la cooperación e inversión pública y 
privada en el ámbito de la economía 
creativa. 

5. Estrategias y mecanismos para 
promocionar las condiciones jurídicas, 
tributarias y reglamentarias requeridas 
para establecer programas y acciones 
adecuadas que fomenten un entorno 
favorable para el desarrollo competitivo de 
las empresas nacionales estimulando la 
diversificación, fortalecimiento y 
dinamización de la base productiva 
nacional de las industrias culturales y 
creativas. 

Kiria Oralia Gutiérrez 
Analista de Documentación Jurídica del Departamento de Documentación Jurídica e Investigación 

  



 

6. Estrategias y mecanismos para 
promocionar la implementación de distritos 
creativos que ofrezcan condiciones 
específicas para la radicación de 
empresas y el desarrollo de las industrias 
culturales y creativas en áreas 
especialmente designadas para esta 
actividad en el país. 

7. Análisis y recomendaciones para mejorar 
el marco legal, reglamentario y 
administrativo necesario para las 
empresas nacionales dedicadas a la 
economía creativa que les permita 
desarrollar libre y eficientemente sus 
actividades. 

8. Identificación de nuevos incentivos para 
atraer la inversión extranjera relacionada 
con las industrias culturales y creativas, 
con el fin de facilitar el acceso a los 
mercados locales, la transferencia de 
capital y tecnología, la innovación y la 
creación de empleo. 

9. Cualquier otro que considere necesario 
para el avance e impulso de la economía 
creativa en la República de Panamá. 

¿A qué autoridad corresponde la dirección 
de la política pública para la promoción de 
la economía creativa? 

La política nacional para el desarrollo y 
promoción de la economía creativa será 
dirigida por el Ministerio de Cultura y se 
desarrollará en conjunto, de forma 
interinstitucional, por medio de la Comisión 
Coordinadora de Industrias Creativas y 
Culturales, y de forma intersectorial, por el 
Comité de Economía Creativa, acoplando 
esfuerzos con el Ministerio de Educación, el 
Ministerio de Comercio e Industrias, la 
Secretaría Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, la Autoridad de la Micro, Pequeña 
y Mediana Empresa, el Instituto para la 
Formación y Aprovechamiento de Recursos 
Humanos, la Autoridad de Turismo de 
Panamá, entre otras entidades, así también 
del ámbito privado a través de las 

organizaciones que representen diferentes 
sectores de la economía creativa. 

¿Qué estímulos que ofrecerá la 
economía creativa? 

Ofrecerá los siguientes estímulos: incentivos 
fiscales, fondos concursables, capacitaciones, 
facilitación de procesos de importación y 
exportación de bienes, servicios, contenidos, 
emprendimientos, experiencias creativas y 
culturales, facilitación migratoria y 
establecimiento de incentivos estratégicos 
sectoriales tales como exenciones 
impositivas, fondos de inversión, cooperación 
técnica internacional con terceros países y 
organismos bilaterales, alianzas públicos-
privadas, garantías soberanas, fondos de 
garantía de inversión, inversión en 
infraestructura y capacitación, y otros. 

¿Pueden optar por una beca los 
estudiantes que formen parte de la 
economía creativa? 

Se otorgarán becas anuales por concurso 
para licenciaturas, maestrías y doctorados 
internacionales con el fin de valorar el mérito 
de los panameños que formen parte de la 
economía creativa y deseen profundizar sus 
conocimientos y habilidades e implementarlos 
en el país. Estas becas serán otorgadas por 
el Instituto para la Formación y 
Aprovechamiento de Recursos Humanos. 

¿Qué sectores generales incluye la 
economía creativa? 

La economía creativa incluye las artes 
escénicas, artes visuales, diseño, medios de 
comunicación, literatura, innovación y 
tecnología, patrimonio y turismo, y 
gastronomía. La economía creativa incluye 
las industrias creativas, culturales y una 
amplia gama de actividades que utilizan la 
creatividad y la propiedad intelectual como 
generados de valor económico y cultural. 
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La Ley 423 de 20 de febrero de 2024 
estableció la gratuidad en el servicio de salud, 
en todos los niveles de atención, para las 
personas de la tercera edad que carezcan de 
recursos económicos, en todas las 
instalaciones de salud del Ministerio de Salud. 

Esta ley tiene como finalidad que el Estado, a 
través del Ministerio de Salud, financie los 
gastos por medicamentos, hospitalización, 
insumos, exámenes básicos de laboratorios y 
complementarios para las personas de la 
tercera edad que carezcan de recursos 
económicos, en todas las instalaciones de 
salud del Ministerio de Salud. 

La ley tiene como objetivos: 

1. Mejorar la calidad de vida de las personas 
beneficiarias, garantizándoles acceso a los 
servicios de salud. 

2. Reducir las desigualdades existentes en el 

acceso al sistema de salud. 
3. Garantizar a las personas de la tercera 

edad que carezcan de recursos 
económicos su cuidado y atención en el 
sistema de salud. 

En lo concerniente al presupuesto para 
implementar este proyecto, el Estado se 
encargará de dotar al Ministerio de Salud de 
los recursos necesarios para dar fiel 
cumplimiento a la ley. 
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